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Exp. 130/2022/2 


	-TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE. 130/2022

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ************************* 

	DEMANDADAS: DIRECCION DE SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL; TESORERIA; Y AGENTE DE POLICIA VIAL, TODOS PETENECIENTES AL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI. 



	MAGISTRADA: LICENCIADA MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ 

SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSE GARCIA MORALES

COLABORO: LICENCIADO JOSE DE JESUS GUERRERO ANGUIANO 


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a catorce de abril de dos mil veintitrés. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 130/2022/2, promovido por el C. *************************
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintidós de febrero de dos mil veintidós, compareció el *************************, por derecho propio a promover demanda de nulidad en contra de la “Dirección General de Seguridad Pública Municipal -Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana-; el agente de Policía que firma las boletas de infracción de fecha 17 de diciembre de 2021, y de la tesorería municipal, todos pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí”, y señalo como tercero a *************************.; de las autoridades antes mencionadas demando la nulidad de los actos consistentes en:
· “La multa emitida por la Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en cantidad de $21,527.00 (VEINTIÚN MIL QUINIENTOS VEINTISIETE PESOS 00/100 M.N. ).

· La multa emitida por la Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en cantidad de $5,512.00 (CINCO MIL QUINIENTOS DOCE PESOS 00/100 M.N.).

· El procedimiento sancionatorio que dio lugar a la multa impuesta por el Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en cantidad de $21,527.00 (VEINTIÚN MIL QUINIENTOS VEINTISIETE PESOS 00/100 M.N.).

· El procedimiento sancionatorio que dio lugar a la multa impuesta por el Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en cantidad de $5,512.00 (CINCO MIL QUINIENTOS DOCE PESOS 00/100 M.N.).

En su escrito de demanda el actor negó lisa y llanamente, conocer las documentales –boletas de infracción- génesis de las multas impugnadas, en términos de lo dispuesto en el artículo 236 del Código Procesal Administrativo.  

II.- Por auto de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós se admitió la demanda, ordenando el trámite del juicio, emplazar a las autoridades demandadas y llamar a al tercero; posteriormente el veintidós de marzo de dos mil veintidós se admitió a las demandas su contestación, se admitieron las pruebas que resultaron procedentes a las partes; y se otorgó a la actora plazo para ampliar su demanda al encontrarse en los supuestos del artículo 237, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y el tercero no compareció. Enseguida por auto de nueve de mayo de dos mil veintidós se tuvo al actor por ampliando su demanda, la cual contestaron únicamente el Tesorero y el Agente de policía Vial, y respecto de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal -Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana- se le tuvo por prelucido su derecho a contestar la ampliación; en este último auto en cita se fijaron las diez horas del doce de julio para celebrar la audiencia final del juicio. 
III.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, en la que se desahogaron las pruebas admitidas; se hizo constar que las partes no formularon alegatos; y se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió los recibos de entero folios *************************, el comprobante de pago de servicio de grúa y arrastre y pensión, con número de remisión *************************, expedido por grúas Tangamanga; y las pruebas consistentes en copias certificadas de las boletas de infracción *************************, -exhibidas por la autoridad demandada Agente de Policía Vial del Municipio de San Luis Potosí, mismas que obran agregadas a fojas 26, 26 bis, 50 y 51 del expediente en que se actúa, a las que se les concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetada por la contraparte, por lo contrario, fue reconocida su emisión.

TERCERO.- La Legitimación, para comparecer en el presente juicio, acorde con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se encuentra acreditada; por lo que respecta al actor la personalidad se acredita en términos del artículo 231 del Código en cita al comparecer por derecho propio; y las autoridades demandadas contestaron la demanda, respectivamente, con apoyo en el numeral 220 del Código procesal en consulta, para lo cual exhibieron copia certificada de su nombramiento.  

CUARTO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si las boleta de infracción identificadas con los números de folio ************************* fueron emitida de manera legal. 

QUINTO.- En cuanto a las Causales de Improcedencia y Sobreseimiento; una vez realizado su estudio preferente y oficioso, acorde con lo dispuesto en los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se desprende que la Autoridad Demandada, Secretario de Seguridad y protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P. invocó como causales de improcedencia la establecida en la fracción XI del Articulo 228 del Código Procesal Administrativo, que dispone que es improcedente el juicio ante el Tribunal contra en los casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición del Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. 

En este contexto, la enjuiciada aduce que el juicio es improcedente en su contra ya que dentro de sus funciones no se encuentra contemplada la de elaborar folios de infracción a los conductores de vehículos que transgredan las normas de tránsito, establecidas en la Ley de Tránsito del estado de San Luis Potosí y del Reglamento de Tránsito de la municipalidad a que pertenecen; de lo que se colige, básicamente, que refieren no haber emitido acto controvertido alguno.  

En este orden de ideas, del sumario se desprende que respecto de la autoridad señalada en el párrafo que antecede, se actualiza la causal de sobreseimiento contenida en la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues de las constancias de autos se advierte claramente que el acto controvertido, no fue emitido, ordenado o ejecutado por dicha autoridades, como una declaración unilateral de voluntad externa, concreta y ejecutiva, emanada de su parte, ello acorde con lo dispuesto en los artículos 3 fracciones I y IV 
 del código en consulta; máxime que la parte actora, dentro del procedimiento que nos ocupa, no demostró de manera alguna que dicha autoridad haya emitido el acto controvertido o alguno vinculado con el mismo. 

En consecuencia es patente que no existe el acto impugnado a dichas autoridades; por tanto resulta procedente y se SOBRESEE este juicio, únicamente respecto de la autoridad demandada Secretario de Seguridad y protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P. –Director de Seguridad Pública Municipal- en relación con el acto impugnado. 

Sirven de apoyo a la anterior consideración, por analogía y en su parte conducente, las tesis cuyos datos de localización, rubro y contenido señalan: 

INEXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. DIFERENCIA ENTRE DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA Y SOBRESEER EN EL JUICIO DE NULIDAD. 
 Cuando el actor demanda la nulidad de un acto administrativo o fiscal y asegura que lo desconoce y, por ende, no puede exhibir con la demanda la prueba de lo impugnado, se actualiza el supuesto del artículo 209 bis, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, por lo que el tribunal debe admitir a trámite la demanda y emplazar a la autoridad demandada para que la conteste; si ésta niega la existencia de tal acto o resolución y el actor no logra desvirtuar esa negativa, el juicio carecerá de materia y procederá el sobreseimiento con base en los artículos 202, fracción XI y 203, fracción II, del citado código tributario. Cabe destacar que no debe confundirse este caso con el diverso de desechar de plano la demanda por inexistencia del acto impugnado, ya que en éste debe brindarse la oportunidad de defensa al actor para que, en ejercicio de su garantía de audiencia, aporte pruebas tendentes a demostrar la existencia del acto impugnado. 

Por otra parte, en relación con las diversas autoridades demandadas, Policía Vial de la Secretaria de Seguridad y protección Ciudadana; y Tesorero del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P. quienes, el primero, aplico las boletas de infracción impugnadas, y la segundo  realizo el cobro de las infracciones impuestas, según se desprende de los recibos de entero folios *************************; en su contestación el Policía vial en el apartado que denominó “IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO”, manifestó medularmente que se actualizaba la causal de improcedencia establecida en la fracción VI, VIII y XI del numeral 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 231 Párrafo Primero y 239 fracción I, del mismo ordenamiento, y el Tesorero aduce que se actualiza la causal de sobreseimiento contenida en la facción V del numeral 229 antes referido, por las razones vertidas en su contestación de demanda.

No obstante lo argumentado por las enjuiciadas en su contestación de demanda; se considera que esas causales deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales lo sustentan, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de Litis del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

SEXTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados de las fojas 5 a la 21, respecto de la demanda; y 105 a la 130 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal, se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido señalan:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- De conformidad con el principio de mayor beneficio establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí 
; esta Segunda Sala Unitaria advierte que en el primer concepto de impugnación del escrito inicial la parte actora se duele de una indebida identificación del Agente de Policía Vial que aplico las boletas de infracción controvertidas; sustentando su argumento de disenso en los establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales, así como 91 de la Ley de Tránsito del Estado.
La autoridad demandada cuando formuló su contestación demanda, defendió la legalidad del acto impugnado.

A juicio de la suscrita Magistrada, el concepto de impugnación en estudio es esencialmente fundado y por lo tanto suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado; por las siguientes consideraciones legales.

De la lectura que se efectúe a las boletas de infracción combatidas, se desprende de manera indubitable que nos encontramos en presencia de actos atribuidos a una autoridad municipal, ya que desde su encabezado se advierte que el mismo señala de manera impresa, H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, Dirección de Policía Vial, así como que quien participa en su levantamiento manifiesta tener el carácter de Policía Vial; sin embargo, no obstante ostentarse como autoridad municipal, se identifica con una credencial expedida por el Secretario de Seguridad Pública del Estado, sin que del acto impugnado se advierta la fundamentación legal que justifique que esta última autoridad cuente con competencia para expedir identificaciones que permitan a su portador llevar a cabo los actos de molestia de que se duele el actor. 

La garantía de seguridad jurídica del gobernado tiene por objeto, entre otras cuestiones, el derecho a cerciorarse plenamente de que se encuentra frente a las personas que efectivamente representan a la autoridad de la materia, en el caso concreto a las normas que regulan el tránsito de vehículos, y que por tanto cuentan con las facultades para efectuar la elaboración de boletas de infracción, como la que se impugna en la presente instancia. 

En este sentido, la autoridad actuante debe satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación que permita constatar si su cumplimiento queda circunstanciado en el acta, describiendo el cargo del personal actuante, la fecha de las credenciales, su vigencia y quién expide las mismas, así como la norma que le da competencia para emitir dichas identificaciones; elementos que permiten al gobernado tener conocimiento idóneo de la personalidad de quienes practican el control del tránsito vehicular, así como del levantamiento de actas de infracción.

Conforme al artículo 115, fracción III, inciso h), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Municipios tienen la facultad primigenia y exclusiva para prestar, directamente, entre otros, el servicio público de tránsito. 

Por otra parte, el artículo 3° de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí establece lo que para mayor ilustración se transcribe: 

“ARTICULO 3°. El Ejecutivo del Estado prestará el servicio de la regulación del tránsito en los caminos, carreteras y parques, así como cualquier otra vía de jurisdicción estatal de las incluidas en la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal.

Los ayuntamientos atenderán las áreas urbanas, suburbanas y rurales de su demarcación territorial.” 

De lo que se colige que los Municipios deben ejercer el control del tránsito en las zonas urbanas, suburbanas y rurales de su territorio, en tanto que al Estado corresponde efectuarlo en caminos, carreteras y parques estatales. 
Asimismo, el artículo 2° del ordenamiento en cita establece lo siguiente: 

“Cuando exista manifiesta imposibilidad de algún ayuntamiento para prestar el servicio de tránsito por razones económicas o administrativas, el Ejecutivo del Estado, previo convenio con los ayuntamientos respectivos, de conformidad con lo establecido en el párrafo tercero de la fracción III del artículo 114 de la Constitución Política del Estado, y en los términos que al efecto establecen los artículos 144 y 145 de la Ley Orgánica del Municipio Libre, podrá hacerse cargo de este servicio, en forma total o parcial, por el tiempo estrictamente necesario, a través de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, por conducto de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.” 


(El énfasis es nuestro.) 

Continuando con el análisis de las normas que regulan la competencia en materia de tránsito, como en el caso nos ocupa, las fracciones VI y VII del artículo 15 de la multicitada Ley de Tránsito, establecen como atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial, las siguientes: 

“VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

VII. Sancionar a los sujetos infractores de esta Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales;”

Por su parte, el artículo 16 de la misma Ley de Tránsito, establece que los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar las medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.

En este contexto, el artículo 91 de la Ley de Tránsito en comento, establece que para la aplicación de la sanción de levantará una boleta de infracción y sanción que contendrá nombre y cargo de quien la levanta; la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, para lo cual adicionalmente anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables.

El artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, en la parte que nos ocupa, señala lo siguiente: 

 “ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

(…)

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.”

Conforme a los ordenamientos que se analizan, se desprenden los siguientes extremos: 

1.- Constitucional y legalmente corresponde a la autoridad municipal el servicio público de tránsito, en las áreas urbanas, suburbanas y rurales de su demarcación territorial. 

2.- Corresponde al Director de tránsito municipal o su equivalente, por conducto de los agentes de tránsito, la elaboración de boletas de infracción y sanción a conductores por violaciones cometidas a la Ley de Tránsito del Estado y sus reglamentos. 

3.- Las boletas de infracción deben contener obligatoriamente, la circunstanciación de los datos de la credencial con que se identifique el agente de tránsito, entre otros, el relacionado con el de la autoridad que lo expide. 

4.- En términos del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Publica, los cuerpos de seguridad deben dotar a su personal de credenciales que los identifiquen. 

5.- Por excepción, cuando exista manifiesta imposibilidad de algún ayuntamiento para prestar el servicio de tránsito, las autoridades estatales podrán llevar a cabo las funciones o servicios de tránsito, previo convenio con los ayuntamientos respectivos. 

En el caso que nos ocupa, de la boleta de infracción impugnada, se desprende que su emisión se atribuye a una autoridad municipal, que plasma infracciones a diversos ordenamientos, entre otros, el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, sin embargo de la circunstanciación de la misma se desprende que la autoridad demandada, asienta que se identifica con “(…) CON LA CREDENCIAL NÚMERO DE FOLIO Y/O PLACA 24322128 EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICIA VIAL EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO (…)”.

Para mayor claridad de lo anterior, enseguida se digitaliza la parte conducente de los referidos actos que obran agregados en copia a fojas simple a fojas 50 y 51 del expediente en el que se actúa.

IMAGEN INSERTA
En ese sentido, basta la simple lectura que se efectúe a las boletas de infracción, para conocer que no contiene ningún fundamento legal que justifique la competencia del Secretario de Seguridad Pública del Estado para expedir credenciales o documentos de identificación a agentes de tránsito o policía vial del Municipio de San Luis Potosí, dejando en estado de indefensión al gobernado al no contar con la certeza jurídica de encontrarse en presencia de una autoridad que cuenta con competencia para llevar a cabo el acto combatido.

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, ha quedado desvirtuada por parte de la demandante, en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución.

La presente resolución no prejuzga sobre la competencia del Secretario de Seguridad Pública del Estado para expedir credenciales a los agentes de tránsito municipales, sin embargo, toda vez que del acto impugnado no se desprende ningún fundamento legal que así lo justifique, procede declarar su ilegalidad al violentar lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación con el artículo 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Resulta ilustrativo -en lo conducente-, lo establecido en la tesis de rubro: “COMPETENCIA. EN EL ÁMBITO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO ES IMPRORROGABLE Y, POR TANTO, NO EXISTE SUMISIÓN TÁCITA DEL GOBERNADO. 

De esa manera, la competencia de las autoridades administrativas constituye un “presupuesto esencial de validez y eficacia” que deviene del interés y orden público, por lo cual su observancia es obligatoria en la emisión de todo acto autoritario.

Además, para tener por debidamente cumplido dicho presupuesto, este debe encontrarse materializado en su doble aspecto: el material, el cual consiste en que la autoridad administrativa tenga atribuidas las facultades legales necesarias para la emisión del acto conforme lo dispuesto por los ordenamientos legales; y el formal, que implica citar en el acto correctamente el carácter de autoridad legalmente facultada con que suscribe, así como el ordenamiento legal, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades y, en caso de que estos incluyan diversos supuestos, deberá precisar con claridad y detalle, el apartado, las fracciones, incisos y sub incisos aplicables. 

Al respecto, resulta ilustrador al tema el contenido de la Jurisprudencia de voz: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.”

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción I, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD TOTAL de los actos impugnados, consistente en las boletas de infracción con números de folio *************************, por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir los actos impugnados, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a las autoridades demandadas, respectivamente, que cancelen los registros inherentes a las boletas de infracción declaradas ilegales y realice la devolución de los montos que pago como consecuencia de su aplicación, contenidos en los recibos de entero folios ************************* que acompaño a su demanda

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de las boletas impugnadas en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, y en los de ampliación de la misma, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250 fracción I, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se sobresee este juicio, únicamente respecto de la autoridad demandada Secretario de Seguridad y protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P. –Director de Seguridad Pública Municipal- 

TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad total de las boletas de infracción controvertidas con números de folio  *************************, así como de sus consecuencias jurídicas; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez 

Magistrada 

Licenciado Juan José García Morales

Secretario de Acuerdos 

� ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: … I. Acto Administrativo: declaración unilateral de voluntad externa, concreta y ejecutiva, emanada de la administración pública estatal o municipal, en el ejercicio de las facultades que le son conferidas por los ordenamientos jurídicos, que tiene por objeto crear, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica concreta, cuya finalidad es la satisfacción del interés general; …IV. Autoridad: dependencia o entidad de la administración pública estatal o municipal facultada por los ordenamientos jurídicos aplicables para dictar, ordenar o ejecutar un acto administrativo.
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� “ARTÍCULO 252… Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� Contenido de Tesis: La competencia en materia administrativa puede definirse como el complejo de facultades, obligaciones y poderes atribuidos por el derecho positivo a un determinado órgano administrativo; así, las normas que establecen la competencia son de orden público, pues éstas se forman con miras al interés público, no al del órgano estatal, por lo que aquélla es irrenunciable e improrrogable, tanto por acuerdo entre las partes, como de ellas con la administración; esto inclusive para la competencia territorial, a diferencia de lo que ocurre en el derecho procesal. Luego, el hecho de que el gobernado -con el fin de evitarse conflictos con la administración pública- intente cumplir lo que le es requerido por un ente estatal sin controvertir su competencia, de ninguna manera legítima la actuación de una autoridad incompetente, ya que, se reitera, la competencia en el ámbito administrativo es improrrogable. Además, en caso de que se estimara prorrogable por sumisión tácita, se obligaría a los particulares a mostrarse insumisos a los mandamientos de las autoridades que estimaran incompetentes (o que no fundaran adecuadamente su competencia), con la posibilidad de que se aplique en su contra algún tipo de coacción que pudiera derivar en actos de molestia o privación; se suma a lo anterior, el hecho de que el fundamento de la competencia de las autoridades constituye un elemento esencial del acto de autoridad, cuyo cumplimiento puede ser impugnado por los particulares en el momento en que les produzca algún agravio jurídico, tan es así que el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, impone al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que analice de oficio si la autoridad administrativa carece o no de competencia legal para emitir el acto impugnado o alguno de los que le sirven de antecedente o apoyo; por lo que en el caso de que se aceptara la sumisión tácita del particular a la competencia de la autoridad, se llegaría al absurdo de convalidar actos viciados en su origen por provenir de autoridades incompetentes.”�
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